Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 12 minutos. ) 


- Damos la bienvenida al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, contador Alonso, y a los asesores que lo acompañan, así 
como al Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, contador Davrieux. 


Tal como está previsto en el Orden del Día, el tema a considerar en esta sesión es el Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
que introduce modificaciones al sistema de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. En ese sentido, 
con mucho gusto escucharemos las manifestaciones de los representantes del Poder Ejecutivo, por lo que le damos la palabra al 
señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señor Presidente. 


El Mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo pretende dar cumplimiento a lo oportunamente aceptado por los 
poderes públicos a través de la Ley N* 16.713 del año 1995, referida a la reforma de la seguridad social. En este caso en especial, 
estamos frente a la segunda de las iniciativas que el Poder Ejecutivo ha remitido, en esta Administración, al Parlamento, a los 
efectos de atender a la reforma de la actual Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


Cabe destacar que la Ley N* 16.713 establece como criterio general la vocación de universalidad de la reforma de la seguridad 
social. Es conocido el cumplimiento que oportunamente el Poder Ejecutivo dio a lo establecido en esta norma, respecto de la 
remisión de iniciativas que pretendieron reformular las Cajas llamadas paraestatales. En su momento esto no prosperó, pero 
atendiendo a las necesidades que van surgiendo, el Poder Ejecutivo entiende ahora que es necesario atacar también la 
reformulación y reforma de la Caja de Profesionales Universitarios. 


En el Mensaje, señor Presidente, están identificados cuáles son los riesgos a los que esta Caja se puede llegar a exponer si no 
realiza una reforma con las características que estamos estudiando. En este sentido, quisiera destacar especialmente lo que surge 
desde el ángulo de las estimaciones actuariales, que demuestran que se pasaría de un superávit financiero de U$S 45:000.000 en 
el año 2005, a un déficit de U$S 172:000.000 en el 2035. Este sería el producto de la variación del comportamiento de los 
indicadores poblacionales y demográficos y de las previsiones de evolución que la Caja de Profesionales Universitarios puede tener 
con respecto a su padrón y a las prestaciones que está brindando. 


En este sentido, entendemos que es responsabilidad del Poder Ejecutivo y de toda la sociedad encarar el tema para adelantarnos a 
posibles dificultades que estarían perjudicando a una esta de ciudadanos, pero especialmente al conjunto de la sociedad. En la Ley 
N* 16.713 surge la vocación de atacar el tema con dos orientaciones: por un lado, que los regímenes de seguridad social 
administrados por personas públicas no estatales atiendan las formas de financiamiento y especificidades teniendo en cuenta la 
naturaleza de las actividades que comprenden y, por otro, que se deberán adecuar al régimen establecido por la Ley N* 16.713. 
Todo esto procura que los mecanismos de cobertura sean lo más simétricos posible al sistema previsional general y universal pero 
que, al mismo tiempo, se contemplen las particularidades y especificidades de cada una de las Cajas. Se me ocurre, señor 
Presidente, que una buena forma de aproximarnos al tema es, por un lado, el de manejar cuál fue el mecanismo de elaboración de 
este proyecto de ley y, por otro, considerar algunos elementos centrales, aquéllos más salientes de esta iniciativa remitida por el 
Poder Ejecutivo. 


Como al mismo tiempo se estableció en la Ley N* 16.713, se llevaron a cabo consultas a nivel técnico y político con respecto a esta 
propuesta de reforma de la Caja de Profesionales Universitarios. Es más; esta iniciativa se basa particularmente en el anteproyecto 
que oportunamente la referida Caja remitiera al Poder Ejecutivo, y se han contemplado, en su mayoría, muchos de los planteos que 
allí se establecieron. No obstante, quiero dejar constancia de que no están todos los planteos hechos, que existen algunas 
diferencias con el proyecto original y que hay ciertas particularidades que surgen de la iniciativa que el Poder Ejecutivo ha remitido. 


Habiendo hecho este comentario, quisiera manejar desde distintos ángulos algunas particularidades de este proyecto de ley. En 
este sentido, y con respecto a las primeras orientaciones, en lo que hace a las características que la Caja tiene, desearía decir 
algunos conceptos-. 


Primero: en este proyecto de ley se ha respetado el sistema financiero vigente en la Caja de Profesionales Universitarios desde su 
creación, excluyéndose, para el caso, el sistema de capitalización individual, lo cual hubiera supuesto una reformulación absoluta 
de los sistemas de aportación y de prestaciones de dicha Caja, y donde particularmente nos consta estaban centradas sus 
principales resistencias a abordar una reestructura. Sin perjuicio de ello, tenemos que aclarar la buena voluntad de la Comisión 
Directiva en el sentido de tomar una posición de apertura hacia un proceso de reforma. Debemos indicar, nuevamente, que lo que 
se ha respetado es, básicamente, el sistema financiero, y quizás esta particularidad es la que más los distancia del sistema 
general, ya que no se utiliza un sistema de capitalización individual. 


Segundo: se ha respetado el sistema de historia laboral de todos sus afiliados, vigente desde la iniciación de las actividades de 
esta Caja. 


Tercero: se han mantenido como únicos recursos la contribución de los afiliados, los tributos afectados, el producido de la inversión 
de reservas y, en especial, no se suprimió ningún tributo afectado al organismo. 


Cuarto: continúa el sistema de aportación sobre sueldos fictos por categorías, la forma de cálculo de sueldo básico jubilatorio de los 
afiliados profesionales vigentes, la tasa de aportación vigente, así como la excepción vigente de afectación del Impuesto a las 
Retribuciones Personales de los afiliados como recurso de la Caja. 


Quinto: se ha respetado la autonomía de la Caja, sin dejar de lado los necesarios controles estatales y el de sus afiliados. 


Sexto: se prevé, en cuanto a las inversiones, que va a haber prácticamente dos fondos: uno de ellos es el de las inversiones a 
realizar a partir de ahora, teniendo en cuenta las futuras diferencias entre ingresos y egresos, que deberán invertirse de acuerdo 
con el artículo 123 de la Ley N* 16.713; y el otro es el que estará constituido por reservas actualmente existentes, que podrán 
continuar invirtiéndose básicamente según las normas que ya existían previamente. Esto permite una mayor diversidad en las 
inversiones y resolver el tema sin tomar decisiones que desde el punto de vista económico puedan llegar a resultar traumáticas, 
particularmente tomando en cuenta la especificidad de algunos mercados, como los inmobiliarios, donde la Caja de Profesionales 
Universitarios tiene parte de sus reservas afectadas. 


Séptimo: la integración del Directorio sigue siendo la actualmente vigente, sin variaciones. 


Octavo: se han mantenido las causales y subsidios existentes por incapacidad no definitiva, por incapacidad temporal y gravidez y 
por expensas funerarias. 


Noveno y último de esta categoría: se mantiene la incompatibilidad del goce de la jubilación otorgada por la Caja de Profesionales 
Universitarios con el desempeño de cualquier actividad profesional universitaria, aun si ésta es amparada por otro organismo de 
seguridad social, atenuada dicha incompatibilidad en el caso de que el afiliado tenga como mínimo 65 años de edad y compute dos 
o más períodos de tres años aportando por la décima categoría. 


En cuanto a la segunda orientación, es decir, en lo que hace a la adecuación del régimen de la Ley N* 16.713, creo que vale la 
pena, en este primer comentario, establecer los siguientes puntos que surgen del proyecto de ley. 


Primero: las edades jubilatorias y las tasas de remplazo son similares al régimen general. Así, se aumenta paulatinamente la edad 
jubilatoria de la mujer a sesenta años y las tasas de reemplazo son similares a las vigentes en el régimen general, con un período 
de transición. En la actualidad, rigen las tasas de reemplazo del Acto Institucional N* 9. 


Segundo: para la determinación de incapacidades se aplicará la tabla de baremos del régimen general, a fin de precisar el grado de 
severidad de la incapacidad. 


Tercero: el sistema pensionario es similar al régimen general. 


Cuarto: los años de servicio para configurar causal serán treinta o treinta y cinco, según se trate de años computados 
exclusivamente como actividad profesional o se trate de acumulación de servicios de otros organismos previsionales. 


Quinto: se establece un régimen de transición similar al establecido para el régimen general, referente a: a) aumento de la edad 
jubilatoria de la mujer, de cincuenta y cinco a sesenta años, y b) aumento de los años de servicio para configurar la causal de 
jubilación por edad avanzada, de diez a quince años, y la edad, de sesenta y cinco a setenta años para la mujer. 


Finalmente, quisiera hacer referencia a ciertas particularidades que tienen las innovaciones que se introducen en esta propuesta de 
reforma hecha por el Poder Ejecutivo. En ese sentido, quisiera destacar que, en primer lugar, se faculta a la Caja de Profesionales 
Universitarios a ser agente recaudador de ahorros voluntarios para ser destinados a fondos de ahorro previsionales. Esta es una 
solución que se le encontró al problema, de forma tal de hacerlo en cierta medida comparable al régimen general. 


En segundo término, tanto para la Memoria Anual de la Caja, como para los estudios actuariales y financieros a realizar 
periódicamente, se faculta al Poder Ejecutivo a hacer recomendaciones de medidas que crea convenientes, debiendo dar cuenta a 
la Caja de las resoluciones adoptadas. 


En tercer lugar, se prevé un aumento de los mínimos y máximos jubilatorios. El mínimo no podrá ser inferior al sueldo ficto de 
segunda categoría, que al 1” de enero del año 2001 es de $ 6.017 y actualmente es el 85% del Salario Mínimo Nacional. A su vez, 
el máximo no podrá ser superior al sueldo ficto de la décima categoría referida a la misma fecha, es decir $ 19.767, que 
actualmente equivale a quince Salarios Mínimos Nacionales. 


En cuarto término, a los funcionarios de la Caja se les da la opción de afiliarse a ella, lo que había sido planteado oportunamente 
por la Caja. 


En quinto lugar, el ingreso de nuevas profesiones no amparadas por la Caja deberá ser autorizado en cada caso por ley, con 
iniciativa del Poder Ejecutivo, siendo las condiciones de ingreso establecidas por una mayoría especial del Directorio, de la 
Comisión Asesora y del Poder Ejecutivo, y teniendo en cuenta el cumplimiento de los requisitos de viabilidad económico-financiera 
para la institución y sus repercusiones en el financiamiento del régimen general de seguridad social. 


En último término, quisiera mencionar que se incorpora el criterio de acumulación de servicios, en el artículo 114, similar al 
establecido en el proyecto que oportunamente se remitiese al Parlamento para la reforma de la Caja Notarial. 


Señor Presidente: esta sería la presentación de los aspectos más salientes que nos parece conveniente que se manejen en esta 
primera sesión de trabajo de la Comisión y quedamos a disposición -tanto el señor Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, los asesores como quien habla- del Presidente y de los señores Senadores para hacer las aclaraciones que 
correspondan. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: independientemente de que se esté de acuerdo o no en cuanto a la transformación del 
régimen de la seguridad social, que se operó en el año 1995, no hay duda de que se hizo una tarea importante. Allí también 
esperábamos que se pudiesen incorporar todas las instituciones de seguridad social, incluidas la Caja de Jubilaciones Policiales, la 
Caja de Jubilaciones Militares, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, la Caja de Jubilaciones Profesionales y, por 
supuesto, la Caja Notarial. Si mal no recuerdo, sólo ha venido al Parlamento la transformación de la Caja Notarial, y el elemento 
clave a entender —por lo menos para los Legisladores y para los que no somos especialistas en estos temas- es que en ese caso 
había habido un diálogo abierto y claro con la Caja Notarial, llegándose a acuerdos centrales y fundamentales con el Poder 


Ejecutivo. Esto, sin duda, facilitó enormemente la tarea de la Comisión y del ámbito parlamentario en general, habiéndose 
aprobado por unanimidad el proyecto de ley que vino del Poder Ejecutivo. 


La primera pregunta que quiero hacer —luego voy a formular otras- refiere a qué características tuvo el diálogo que se produjo entre 
el Poder Ejecutivo y la Caja de Profesionales Universitarios en este tema. 


SEÑOR MINISTRO..- Esta negociación tuvo una particularidad y es que se produjo el recambio de las autoridades de la Caja de 
Profesionales Universitarios mientras estábamos en la negociación. Diría que se hizo en distintos planos y a distintos niveles. 
Nosotros participamos en negociaciones de carácter político, con representación política, y también hubo negociaciones muy 
intensas a nivel técnico. En definitiva, no son muchos los elementos que separan esta iniciativa de un proyecto de consenso, y en 
varias oportunidades se estuvo prácticamente en el umbral de llegar a un proyecto consensuado, con una base de consenso similar 
a la que se pudo lograr en el caso de la Caja Notarial. 


Respondiendo específicamente a la interrogante del señor Senador, debemos decir que los contactos fueron intensos, extensos y a 
todo nivel. 


SEÑOR COURIEL.- Le agradezco su información, señor Ministro. Tengo aquí una información que dice que a fines de setiembre - 
concretamente el 27 de setiembre de 2001- se interrumpió sorpresivamente el diálogo entre el Poder Ejecutivo y la Caja de 
Profesionales Universitarios. Lo que dicen los integrantes de la referida Caja es que esto fue por orden del señor Presidente de la 
República, debido a lo que sostuvieron los técnicos de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. En las últimas reuniones 
apareció algún tema nuevo y se alegó también que era por orden del señor Presidente. No hubo más diálogo y el Poder Ejecutivo 
elevó el proyecto al Senado de la República dejando de lado, inclusive, aspectos ya acordados con la Caja de Profesionales 
Universitarios. 


De manera que los puntos de vista que nos manifiesta el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y estos elementos con que 
cuento de parte de la Caja de Profesionales Universitarios no son coincidentes. Este es un país en donde todos nos conocemos, y 
se ve que ha habido diferencias sustantivas, que seguramente van a influir en las características que tenga este proyecto. 


SEÑOR MINISTRO..- Antes de pasar a una segunda pregunta, me gustaría dejar aclarada la que se acaba de hacer. 


No cuento con los mismos elementos que el señor Senador respecto a una supuesta interrupción en forma abrupta. Lo que sí 
puedo decir es que, desde el punto de vista de la responsabilidad política del Poder Ejecutivo, siempre se ha tenido la mejor buena 
voluntad en procurar acercar las iniciativas que en este caso tiene la Caja de Profesionales Universitarios respecto de lo que se 
considera el beneficio colectivo de toda la sociedad. Cuando nos referimos a actuaciones políticas específicas respecto de 
determinado núcleo de ciudadanos o sector de la sociedad, la función del estadista está, justamente, en saber identificar cómo se 
vulneran -si es que se da esa situación- los derechos de la sociedad en su conjunto. En esa discusión en la que se pueden sentir 
afectados derechos de algún grupo de ciudadanos, como puede darse específicamente en circunstancias como ésta, es que se 
producen permanentemente acercamientos y distanciamientos respecto de la obtención de los puntos de equilibrio que permiten, 
en definitiva, resolver el problema. 


De todas formas, para hacer un comentario final sobre el tema, quisiera reafirmar la voluntad del Poder Ejecutivo de dar 
cumplimiento a una norma que, si bien no nos constriñe, sí marca una línea respecto a la forma en que oportunamente se quiso 
resolver toda esta temática, y que tiene que ver con tomar la propuesta de la propia Caja de Profesionales Universitarios. Al mismo 
tiempo, se establecieron mecanismos no obligatorios de negociación, que permitieron contemplar la mayoría de los planteamientos 
e inquietudes que fueron centrales para la referida Caja. Por ese motivo, mencioné particularmente lo relativo al régimen de 
capitalización que, en este caso específico, tiene una asimetría bastante marcada con el sistema general. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Dado que el señor Senador Couriel hizo una referencia a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la 
que soy Director, consulté a las personas que normalmente han tenido contacto con el tema a los efectos de saber si eso había 
ocurrido. Posiblemente se trate de una interpretación, ya que cada persona puede hacer su propio análisis de lo que se estuvo 
conversando. Es más; la conversación con la Caja de Profesionales Universitarios fue más extensa que la que se llevó a cabo con 
la Caja Notarial. Con esta última, hace unos meses llegamos a un acuerdo que dio lugar a la presentación de un proyecto que fue 
considerado por esta Comisión. Continuamos trabajando sobre las mismas bases con la Caja de Profesionales Universitarios, 
hasta que se llegó a un punto en el cual en dos o tres aspectos importantes —que, sin duda, los representantes de dicha Caja 
señalarán- no se pudo llegar a un consenso. Entonces, llegados al punto en el cual tanto el Poder Ejecutivo como los 
representantes de la Caja no podían cambiar su parecer —estos últimos, dado su mandato gremial-, no tenía sentido continuar 
debatiendo en torno a dos posiciones que eran incompatibles. 


Al respecto, voy a dar un ejemplo para que el asunto quede más claro. El planteo del Poder Ejecutivo es que todos los proyectos, 
en iguales condiciones, para actividades similares y con regímenes de igual aporte, deben tener el mismo tratamiento en cuanto a 
años de trabajo, tasas de reemplazo y causales pensionarias. En algunos de estos temas, por ejemplo en el de causales 
pensionarios, se llegó a un acuerdo. Sin embargo, la Caja de Profesionales Universitarios entendía que la tasa de reemplazo en 
este ámbito debía ser más alto; profesionalmente, este punto de vista puede ser compartido, ya que cada uno aspira a tener algo 
mejor, pero el Poder Ejecutivo, que debe tratar a los ciudadanos en igualdad de condiciones, no justifica que personas con la 
misma cantidad de años de trabajo, la misma cantidad de años de aporte, el mismo género —hombre o mujer-, con las mismas 
causales, tengan un régimen diferente de tasas de reemplazo. Por lo tanto, cuando se llegó a un punto en el que, de un lado, no se 
aceptaba bajar de 60% y, del otro, no se aceptaba subir de 50%, no se pudo seguir conversando. 


En definitiva, el Poder Ejecutivo cumple con la obligación de presentar el proyecto según lo que entiende que corresponde en esta 
materia. Los señores Legisladores pueden entender que corresponden otras cosas, pero el criterio del Poder Ejecutivo fue que no 
se podía seguir dialogando, aunque sí existía el deseo de presentar un proyecto en el cual se había trabajado prácticamente un 
año y que se tenía pensado culminar en marzo; luego, la labor se extendió hasta setiembre y, finalmente, fue presentado en 
octubre. 


Más adelante, cuando se presente la Caja de Profesionales Universitarios, verán los señores Senadores cuáles son las 
discrepancias que existen -por nuestra parte, planteamos la posición del Poder Ejecutivo- pero, en definitiva, se trata de dos o tres 


puntos fundamentales de discordancia y algunas diferencias menores. Reitero que en esos dos o tres puntos fundamentales no se 
pudo llegar a consenso y no tenía sentido tratar de lograr cosas imposibles. Por ejemplo, no podemos hacer que cincuenta sea 
igual a sesenta. Como decía, se decidió presentar el proyecto y no se cortó abruptamente el diálogo, ya que éste fue muy extenso 
—más extenso que el que se dio con la Caja Notarial-, se hicieron varias redacciones y muchos ajustes. 


SEÑOR COURIEL.- No tengo ninguna duda de que en todas estas sociedades democráticas siempre aparecen elementos de 
corporativismo y, sin duda, el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social lo debe estar viviendo permanentemente en su tarea. 
Asimismo, pienso que una de las funciones básicas —incluso, de alguna manera, de los propios partidos políticos al representar a la 
sociedad- es tratar de ver cómo se conjugan los intereses sectoriales con el interés general del conjunto de la sociedad. De manera 
que es absolutamente aceptable que puedan haber puntos de vista distintos. 


La sensación que tengo es que hubo un período largo de negociación, que cambió el Directorio de la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios y que a partir de allí hubo un cambio de actitud, no sé si de esta Caja o del Poder 
Ejecutivo. No obstante, lo que más me llama la atención es que se haya elevado un proyecto al Senado que tenía algunos 
elementos que ya estaban acordados con la Caja de Profesionales Universitarios y que se dejaron de lado una vez que se cortaron 
las negociaciones, ya que se llegó a un momento determinado en el que las diferencias eran tales que el diálogo no podía 
continuar. 


Desde este punto de vista, quisiera referirme al segundo tema, que tiene que ver con las características financieras, al que ya se 
refirió, al principio de su exposición, el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. El documento que tengo en mi poder refleja 
que, al parecer, existen dos proyecciones. Por un lado, hay un trabajo efectuado por técnicos contratados por la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, que realizaron una proyección del sistema actual de la Caja, con un horizonte temporal hasta el año 
2040. Dicho documento dice, con respecto a dicho trabajo, que no se tuvo acceso a la metodología seguida y que sólo se 
obtuvieron informaciones numéricas referidas a cotizantes, jubilados, relaciones generales del sistema, tasa de equilibrio, ingresos, 
egresos y resultados previstos, así como la evolución proyectada del fondo previsional. Además, allí se expresa, como elemento de 
crítica, que la proyección del sistema actual de la Caja, realizada por los técnicos contratados por la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, no incluye la incorporación de nuevas profesiones. También se tiene dudas sobre la aportación indirecta vinculada a 
la evolución del Producto Bruto Interno, ya que ellos han verificado que pueden darse crecimientos de la aportación indirecta con 
producto decreciente. Por otra parte, se expresa que ellos hicieron un estudio, contratado por la Caja, junto con el Instituto de 
Estadística de la Facultad de Ciencias Económicas y Administración, construyendo un modelo de simulación con la incorporación 
de nuevas profesiones para personas menores de cuarenta años, que tendría un alto impacto en el horizonte temporal y que 
llevaría a la Caja de Profesionales Universitarios a la obtención de resultados positivos -bastante más allá del año 2035 
mencionado en la Exposición de Motivos-, como el del fin del capital financiero de la institución. Acabo de escuchar al señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social plantear que existe un superávit de la Caja de Profesionales Universitarios en este momento 
y que habrá un altísimo déficit en un período determinado. Los estudios que dice la Caja de Profesionales Universitarios que mandó 
hacer, en vez de dar déficit, dan superávit después del 2035. 


Por último, en cuanto a este tema, se dice en el referido documento que el estudio de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se 
realizó con la tabla de mortalidad nacional, corregida en un porcentaje, mientras que los trabajos realizados por la Caja y el Instituto 
Nacional de Estadística incluyeron la construcción de una tabla de mortalidad específica para los profesionales universitarios 
afiliados, que fue lo que se utilizó para las proyecciones. Allí se expresa también que todo ello significa un elemento distintivo 
trascendente, en cuanto a la evaluación de la calidad de los dos estudios mencionados. De manera que aquí hay, en primer lugar, 
un problema de metodología y, en segundo término, una explicación de dos resultados distintos realizados por dos instituciones 
diferentes. Lógicamente, en este momento no estoy en condiciones de decir que una es mejor que la otra, sino que estoy dando los 
fundamentos que surgen de la Caja de Profesionales Universitarios. En tercer término, a propósito de las características del diálogo 
al que hacíamos referencia con anterioridad y que fueron comentadas por el señor Ministro y por el señor Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, en este documento se nos explicita que la metodología por la cual se hizo el trabajo de dicha Oficina, 
no pudo tenerla la Caja de Profesionales Universitarios. 


Esta es mi segunda interrogante sobre las características financieras que se plantean para dicha Caja. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El señor Senador Couriel plantea un tema de metodología que, a su vez, le fue presentado a él. Debo decirle 
que para efectuar estas proyecciones utilizamos las mismas metodologías que empleamos para el análisis de la iniciativa que dio 
lugar a la Ley N* 16.713, así como las que usamos para la Caja Notarial, la de Profesionales Universitarios y la Policial. 


Quiero señalar que en las proyecciones que hemos elaborado nunca nos pidieron la metodología, y sabemos que no la conocen. 
Generalmente son expresadas en ecuaciones. Asimismo, no conocemos las metodologías empleadas por los técnicos de la 
Facultad de Ciencias Económicas, pero nos presentaron los cuadros con los resultados correspondientes, y sabemos a qué se 
deben esos resultados, porque si se tiene una población formada por jóvenes que aportan y se jubilan al final, es decir que crece el 
número de contribuyentes y quedan pocos jubilados, se logran excedentes. Esta es la forma más sencilla de hacerlo y no es un 
problema metodológico; es evidente que si se aumenta la población activa y no la pasiva, va a tener más ingresos y menos 
egresos. Recién al cabo de algunos años empezará a tener algunos egresos, porque la mayor parte de los afiliados, si son todos 
menores de cuarenta años, todavía no llegaron a la edad jubilatoria. 


Reitero que no se trata de un problema metodológico, sino del horizonte favorable que se determine: por ejemplo, incluir sólo 
población que aporte y no aquella que está retirada. Entonces, ese tema que es bien complejo, que es el de la otra discrepancia, 
consiste en ver quién resuelve cómo se cambian las causales jubilatorias. 


El punto que se plantea es que se aprobó una ley que autoriza a la Caja a afiliar profesiones por su cuenta, y cambia el régimen 
jubilatorio de la gente en la medida en que la Caja lo resuelve; pero la Constitución establece otro sistema, que los cambios de 
causales los debe hacer el Parlamento con iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Da la impresión de que cambiar la causal 
jubilatoria a la gente por resolución de un organismo de seguridad social no sería lo más conveniente, y así lo entendió el Poder 
Ejecutivo. Por ello es que plantea que los ingresos de nuevas profesiones y la forma de acceder debe determinarse legalmente. 
Digo esto porque si alguien dice que ingresa a tales profesiones, pero sólo a los menores, entonces los mayores quedarían en otro 
lado, y esto no fue lo que hizo la Caja cuando se creó. No estoy diciendo que esto sea lo que se quiere hacer, pero si uno toma a 
todos los afiliados menores de 40 años, está pensando en que los mayores de esa edad no ingresen. No lo sabemos, pero la 


impresión que tuvimos cuando vimos las previsiones fue que, en la medida en que se incorporen más profesiones, y sólo a 
menores, eso provocará resultados financieros distintos. 


Entonces, este no es un problema metodológico, sino que consiste en la decisión de qué personas van a incluir en el colectivo 
aportante y en el de los retirados. Ese es, básicamente, el tema, así como la decisión de a quién le corresponde tomar una 
resolución sobre dónde se va a afiliar determinada gente y cuál va a ser su sistema jubilatorio. 


SEÑOR COURIEL.- Estoy haciendo un esfuerzo para aclarar todo esto, porque no conozco las metodologías correspondientes; 
tampoco hace años, meses o semanas que vengo estudiando el tema, ya que recién estoy introduciéndome en su estudio. 


De acuerdo con lo que dice el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en el cálculo de la Caja de 
Profesionales Universitarios ingresan determinados profesionales, pero para poder hacerlo debería haber modificaciones legales. 
Esto quiere decir que están entrando profesionales que, de pronto, lo son, pero no están amparados por ley para ingresar a dicha 
Caja; entonces, ellos los incorporan, y por eso les da una diferencia sustantiva, en términos financieros, en las proyecciones a 
treinta o cuarenta años. 


Aclaro que hago estas reflexiones para tratar de entender el tema. 


SEÑOR DAVRIEUX.- La ley vigente ampara a la Caja en la incorporación de nuevas profesiones; y si bien fue dictada a fines de 
1999, en dos años no ha incorporado nuevas profesiones. 


El Poder Ejecutivo interpretó que esa ley no era muy feliz por cuanto no respetaba el hecho de que las causales se determinan por 
ley y con iniciativa privativa de dicho Poder, ya que no se puede delegar esa competencia que fija la Constitución. En 
consecuencia, se propone modificar esa ley, pero reitero que la Caja puede incorporar hoy nuevas profesiones siempre que el 
Poder Ejecutivo lo autorice, aunque hasta ahora nunca lo ha pedido. 


SEÑOR COURIEL.- Había entendido que el cálculo que realizó la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se había hecho de 
acuerdo con las disposiciones vigentes, y que en el cálculo de la Caja de Profesionales Universitarios hay que modificar la ley 
vigente para poder hacerlo; pero sería al revés, porque esta Caja tiene, por la ley vigente, la posibilidad de incorporar nuevas 
profesiones. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Así es, siempre que el Poder Ejecutivo no se oponga. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, probablemente, ellos están haciendo un cálculo sobre esa ley vigente. Según entiendo, el señor 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto nos está diciendo que está en desacuerdo con esa ley y que, por lo tanto, el 
cálculo que hizo esa Oficina no fue de acuerdo con la misma, sino teniendo en cuenta una modificación futura que se hará de la ley 
vigente. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Es muy sencillo, señor Presidente. La ley vigente no incorpora esas profesiones, sino que autoriza al 
Directorio a plantear la incorporación, y si el Poder Ejecutivo no se opone, puede hacerlo. Quiero aclarar que no es que estén 
incorporadas por la ley; ésta no incorpora nada. El Directorio puede realizar los planteos que desee, y el Poder Ejecutivo es el que 
resuelve, sin ninguna intervención del Parlamento, mientras que la Constitución establece que la iniciativa la tiene el Poder 
Ejecutivo y no el Directorio, y que el que la aprueba es el Parlamento y no el Poder Ejecutivo. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que cuando se habla de lo que establece la Constitución, se está haciendo referencia al inciso 
segundo del artículo 86. 


SEÑOR COURIEL.- En este documento se establece que corresponde decir que de acuerdo con la encuesta efectuada, hay entre 
8.000 y 10.000 profesionales no amparados al ejercicio libre, que se podrían incorporar al régimen de la Caja de Profesionales 
Universitarios. 


Luego dice que se incluye en el proyecto de ley -pese a que no había habido acuerdo o a que algo había ocurrido en el diálogo- el 
artículo 44, que cambia todas las reglas de juego en un tema que no estaba en las negociaciones, pues simplemente había una ley 
vigente desde 1999. Por el proyectado artículo 44, cada profesión en cada caso se incorpora por ley, por iniciativa del Poder 
Ejecutivo y con un trámite, según este documento absolutamente complicado y lento. Esto en la práctica significa derogar la Ley N* 
17.170, y se necesitarían unas 65 leyes para incorporar a los 8.000 o a los 10.000 egresados de 65 disciplinas distintas. 


Hay algunos elementos más de aportes al Banco de Previsión Social que se podrían afectar, pero creo que, desde ese punto de 
vista, por lo menos estamos intentando avanzar para tratar de entender. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El tema de que se necesitan 65 proyectos de ley supondría que cada una se especializa en una actividad y 
que la Caja no piensa en ningún momento en un conjunto de problemas comunes para plantearlos juntos. Pero este proyecto de 
ley se refiere a tantas profesiones como las incluidas, y es una sola ley para todas ellas. Es decir que si la Caja considera, por 
ejemplo, que de las 65 profesiones, 32 se incorporan, puede hacerlo con una sola ley, si el Parlamento está de acuerdo, 
naturalmente. 


SEÑOR NUÑEZ.- Con respecto a la posibilidad de que se amparen en la Caja de Profesionales Universitarios otras profesiones - 
independientemente de la forma, si es a propuesta de la Caja y con aprobación del Poder Ejecutivo, o a propuesta del Poder 
Ejecutivo y con aprobación legal-, ¿sería positivo para la situación financiera de la Caja, mirándolo en proyección, o sería negativo? 


SEÑOR DAVRIEUX.- En el supuesto de que sólo incorporara a los jóvenes, claramente sería positivo. Es necesario estudiar en 
cada caso cuál es la situación: hay profesiones de jóvenes y otras que son muy antiguas y ya tienen jubilados por el régimen 
general. Depende del procedimiento de incorporación, que en principio, por la ley vigente, entiendo que se resuelve en cada caso. 
La Caja puede resolver incorporar, por ejemplo, a los mecánicos dentales, siempre que tengan menos de determinada edad, y a 
otros profesionales, si tienen cierta edad -supongo que no va a ser tan detallista y discriminatoria entre una cosa y otra-; y puede 


decidir incorporar solamente a aquellos que traigan aportes. Por otro lado, no está resuelto en ninguna parte si se computan años 
de trabajo previos a la profesión que no aparecen anotados como trabajador independiente en el Banco de Previsión Social, lo que 
debería hacerse porque, de lo contrario, qué derechos tiene la persona que se incorpora a la Caja. 


SEÑOR MINISTRO.- De todas formas, creo que el elemento que introdujimos al debate respecto del interés general -que fue bien 
graficado por el señor Senador Couriel en el análisis del impacto de los corporativismos en la sociedad- debe también tomarse en 
cuenta frente a este tipo de circunstancias que estamos analizando y a las que estamos procurando adelantarnos respecto de la 
posibilidad concreta de incorporación de nuevas profesiones al circuito de la Caja de Profesionales Universitarios. 


Por lo tanto, al cálculo vinculado al fortalecimiento o debilitamiento de las finanzas de la Caja de Profesionales Universitarios, 
también debe acompañársele el criterio político de que prime el interés general. La incorporación de cualquier profesión hace que 
automáticamente muchas personas dejen de aportar al Banco de Previsión Social, y en consecuencia, sabiendo que allí tenemos 
un gran déficit acumulado que en definitiva paga la sociedad en su conjunto, también debemos poner en la balanza de qué manera 
juega este aspecto, en un sentido a favor y en otro en contra. 


SEÑOR GALLINAL.- Me gustaría que pudiéramos ingresar con mayor profundidad al estudio de las razones que llevan al Poder 
Ejecutivo así como a la Caja de Profesionales Universitarios a pretender modificar su funcionamiento. 


En particular, quisiera que el señor Ministro y el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se refirieran a la 
viabilidad económico-financiera de la Caja en estas circunstancias y sus proyecciones, y a cómo está dada la relación activo-pasivo 
en este momento. 


Por otro lado, el señor Ministro señaló que, con respecto a las fuentes de financiamiento de la Caja, en principio no habría cambios, 
pero tenía entendido que había alguna intención de introducir modificaciones en ese sentido. Desearía saber, entonces, cuáles son 
las fuentes de financiamiento y si en realidad se mantienen en todos sus términos. Hasta donde sabía, en un momento de las 
conversaciones con la Caja de Profesionales Universitarios se había alcanzado un acuerdo con el tema de los aportes a la 
construcción, en una reducción de aproximadamente un 33%, que creo que era bastante bienvenida en aquellas circunstancias. No 
sé si esto quedó en fojas cero. 


SEÑOR DAVRIEUX.- La situación de la Caja, como ha tenido ocasión de informar previamente el señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, es en términos generales buena en el sistema actual, ya que logra excedentes financieros, debido a la 
acumulación de ingresos de las aportaciones de sus afiliados, de los impuestos afectados para facilitar el pago y de los intereses 
sobre el capital acumulado. Además, ha habido un crecimiento importante en el número de profesionales, aun en las profesiones 
que actualmente están cubiertas por la Caja, y hay una relación activo-pasivo alta si la comparamos con el resto, donde es de 2 a 
1; de 1,5 a 1; y hasta de 1 a 1 en algún organismo paraestatal; en este caso la estimación es superior a seis personas aportantes 
por cada retirado. 


En la medida en que se mantuvieran las profesiones vigentes en la Caja, esa relación iría bajando, porque hubo una tasa de 
crecimiento muy grande en el número de profesionales que es muy improbable que se mantenga. La experiencia internacional dice 
que el número de abogados, contadores, médicos, etcétera, no puede crecer a tasas mucho más importantes que la población 
durante un tiempo prolongado. Las estimaciones son que esa relación bajaría al entorno de 2,5 a 1 en el año 2040, una relación 
todavía mejor que la de otras Cajas, pero ya no sería de 6 a 1, como actualmente. Ese es el motivo por el cual comienza a tener 
una situación financiera más compleja: baja la relación activos-pasivos. 


SEÑOR COURIEL.- Supongo que el descenso de 6 a 122,5 a 1 se va a ir dando en un período de treinta o treinta y cinco años, y 
que va a depender también de si se incorporan o no nuevas profesiones. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El acuerdo tiene que ver con el hecho de la incorporación a nuevas profesiones, si ésta es particularmente 
sesgada hacia las edades jóvenes. La ley vigente permite que la Caja determine las condiciones y períodos de carencia. Es decir 
que las personas que tienen más de determinada edad o las que tienen que establecer diferencias según edades, prácticamente no 
se pueden retirar. No digo que la Caja lo haya establecido, ya que de hecho no ha incorporado ninguna. Entonces, si la Caja dice 
que va a tomar a los jóvenes, como éstos van a generar un ingreso durante años, puede conseguir esas inversiones. Naturalmente 
que eso es a costa de que todos los otros organismos de la seguridad social pierdan los aportes de los jóvenes y queden sólo con 
los retirados. A nivel nacional no cambia nada. Esto es simplemente un efecto particular que desde el enfoque de quien está 
pensando en su objetivo está bien, pero desde el punto de vista nacional el efecto es cero. 


SEÑOR NUÑEZ.- Quería decir, simplemente para ver si entendemos dicho planteamiento, que todos sabemos que la realidad 
educativa y profesional del país ha cambiado y que las catorce profesiones que hoy están amparadas por la Caja de Profesionales 
Universitarios no son las que tienen más potencialidad. Hay un conjunto de profesiones nuevas cuyos egresados van a ser jóvenes. 
El señor Ministro plantea un buen argumento cuando dice que esas aportaciones se le quitan al Banco de Previsión Social. En 
términos generales, hay profesiones que son nuevas y, por lo tanto, van a aportar un caudal de afiliados nuevos. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Con respecto al segundo punto que planteaba sobre los ingresos, según nuestras estimaciones —y entiendo 
que según las de la Caja, también-, en la medida en que el crecimiento se enlentece, se prevé que los otros ingresos van a 
aumentar proporcionalmente en términos relativos. Sin embargo, al menos con las cifras de la Caja, las que aceptamos, se 
plantean una serie de modificaciones a los impuestos vigentes pero con un efecto nulo en la recaudación total. Algunos integrantes 
de la Caja han entendido, porque tienen experiencia en ello, que ciertas profesiones están excesivamente gravadas por las 
actividades que desempeñan; aclaro que los gravados no son los profesionales, sino la actividades, algunas de las cuales lo están 
menos. 


En consecuencia, han planteado una reestructura de impuestos al estilo de un cambio de IVA, que pasa por un cambio en la 
composición tributaria que arrojará la misma recaudación. Por consiguiente, tal como lo planteó el señor Senador Gallinal, una de 
esas propuestas consiste en que la tributación de la construcción, que es muy elevada pues representa el 6% del total de salarios 
pagados en toda la obra, se reduzca al 4%; es decir que se plantea una rebaja del 33% del costo de la Caja de Profesionales 
Universitarios, pero no del costo total de la seguridad social en los salarios de la construcción. Efectivamente, en esta propuesta tal 
como está presentada, bajarían un tercio. En principio lo acordado es que los tributos no suban, porque la idea es que la Caja tiene 


un régimen de impuestos muy importante afectados con relación a cualquier otro organismo. Ni la Caja Notarial ni la Bancaria 
tienen impuestos sobre los medicamentos o la construcción; en otros tiempos también tenía sobre la importación, y además retiene 
el Impuesto a las Retribuciones Personales que en otros casos está afectado a los fondos de vivienda. Por lo tanto se entendió que 
no era conveniente aumentar la tributación, aunque tampoco se la rebajó ya que quedó en el mismo nivel. 


Hay un punto muy importante porque implica una decisión de Gobierno, que refiere a si esta recaudación permite pagar más. ¿Es 
acaso justo que terceros paguen impuestos para que otros cobren más? Y si sobran impuestos, es bueno decir que cobren más 
ellos porque pudieron tomar más impuestos. Es un tema de justicia tributaria y de justicia a la seguridad social; de lo contrario 
vamos a terminar en una situación en la que si conseguimos más impuestos afectados vamos a tener más derechos jubilatorios 
que otros porque tuvimos mayores ganancias en el reparto general. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿El tema de la tasa de aportación tiene variantes? Además, ¿cuánto ha aumentado en los últimos tiempos el 
porcentaje de profesionales universitarios que declaran el no ejercicio de la profesión? Seguramente incide mucho en la tasa de 
aportación. Hay quienes consideramos que es un poco elevada, sobre todo en la medida en que se va avanzando en las distintas 
categorías. La pregunta, concretamente, refiere a si el proyecto prevé la posibilidad de hacer correcciones en ese sentido, o si los 
valores son similares a los vigentes. 


SEÑOR DAVRIEUX.- La tasa de aportes a los profesionales universitarios es inferior a la tasa de aportes de otro trabajador 
independiente, porque éste paga un 15% de aporte personal, un 12,5 % de aporte patronal; es un 27,5% sobre el que aporta y 
sobre el que se va a jubilar. Sobre eso, además, se paga del 2% al 6% de Impuestos a las Retribuciones Personales. En el caso de 
la Caja de Profesional Universitarios no hay aporte patronal; en lugar del 15% se paga el 16,5%, lo que da derecho a un seguro de 
salud. Luego está el impuesto para vivienda, que en el caso de la Caja queda retenido y es de un 2%. El otro aporte en los tramos 
de ficto que excede el 2%, el Impuesto a las Retribuciones Personales, está afectado a la financiación de las asignaciones 
familiares. En concreto, un estudiante de Ciencias Económicas que trabaja de manera independiente y realiza aportes, paga un 
27,5%, y en la Caja, si se recibe, aportaría un 16,5% sobre la misma cantidad. Los afiliados a la Caja de Profesionales 
Universitarios pagan un 11% menos, aproximadamente, del 60% que pagan los no profesionales. 


SEÑOR GALLINAL.- Es correcto el razonamiento que hace el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, pero con una 
diferencia bastante elocuente. En un caso el aporte está calculado sobre ingresos efectivos y en el otro estamos hablando de fictos, 
lo que dificulta el pago de los aportes correspondientes en el profesional. 


SEÑOR DAVRIEUX.- No entiendo la diferencia, porque en la Caja de Profesionales Universitarios se aporta sobre fictos, y los 
trabajadores por cuenta propia aportan sobre fictos que fijan las personas. Es decir que los dos son sobre fictos. Es el mismo 
procedimiento, con la diferencia de que en el profesional el aporte está graduado siempre presumiendo un crecimiento, aunque 
muchas veces no es tal, pero que se aplica, mientras que en las otras actividades se elige libremente y muchas veces se opta por 
uno muy bajo, jubilándose entonces con mucho menos. Pero sobre el monto que se aporta y por el que se jubila, la tasa de aporte 
del no profesional es del 27,5% y la del profesional es del 16,5%. 


SEÑOR GALLINAL..- En definitiva, en el proyecto no hay mayores modificaciones en cuanto a las tasas de aportaciones. 


SEÑOR NUÑEZ.- La información que nos brindó la Caja de Profesionales Universitarios enumera ahora cuestiones que presentan 
diferencias menos importantes. Por lo tanto, me gustaría tener la visión del Poder Ejecutivo acerca del tema de la autonomía del 
Directorio de la Caja y de otros tipos de coberturas, como por ejemplo salud, familiares de discapacitados, compensación de fin de 
año, etcétera. Quisiera saber cuál es la opinión del Poder Ejecutivo en esa materia —ellos dicen que hay diferencias-, así como 
respecto a las inversiones —han planteado que existen diferencias en cuanto a la especificidad del tipo de inversiones que hace la 
Caja- y el artículo 114. Este artículo repite con el mismo texto la disposición que ya votamos en el proyecto de la Caja Notarial, y 
desde mi punto de vista presenta el problema -que advertimos en Sala y que ahora se está discutiendo en la Cámara de 
Representantes- de la unicidad del cobro de la jubilación o la pensión. De alguna forma, su texto admite legalmente la posibilidad 
de que no se pueda efectuar el cobro en su totalidad. Por otro lado presenta el inconveniente de que no sólo involucró a la Caja 
Notarial sino a todas, hasta al propio Banco de Previsión Social, de modo que obviamente incluye a los afiliados de la Caja de 
Profesionales Universitarios, de la Caja Policial, etcétera. Si bien hubo acuerdo con los escribanos, existe una opinión diferente de 
las otras Cajas, especialmente de la Caja de Profesionales Universitarios. Por lo tanto nosotros consideramos que es conveniente 
que dicho artículo sea legislado aparte, ya que involucra a todos y no en particular a cada una de las Cajas. 


En síntesis, planteo tres interrogantes de modo tal que las dos primeras persiguen la finalidad de conocer la opinión del Poder 
Ejecutivo y la última de saber si tiene la misma visión. 


De acuerdo con la información de que dispongo, el Directorio del Banco de Previsión Social asistió a la Comisión de Seguridad 
Social de la Cámara de Representantes y dio su opinión negativa con respecto al artículo relativo a la Caja Notarial que ya hemos 
aprobado. Por lo tanto, me gustaría ver qué posibilidades tenemos de desglosar esta norma y tratarla por separado. 


SEÑOR DAVRIEUX.- El señor Senador ha planteado tres temas diferentes: uno de ellos refiere al tipo de beneficios que se brindan 
y a la autonomía que se tiene para fijar dichos beneficios a los familiares; otro está vinculado al tipo y a la especificidad de las 
inversiones, y el último, a la norma sobre acumulación de servicios. 


Con respecto al primero, quiero decir que se trata como autonomía de la Caja y no como un acceso a beneficios especiales que se 
derivan de normas, lo que significa que no surgen del derecho contractual privado sino del sistema público. Tal vez lo digo más 
complicado de lo que realmente es. La Caja es un organismo que se llama persona pública no estatal, y en este caso no es sólo 
pública porque se crea por ley, sino también porque administra fondos públicos. No se trata de un acuerdo entre varios 
profesionales mediante el cual hacen un contrato, aportan y luego se pagan entre sí lo que quieren, sino de una ley que obliga a 
todo profesional que tenga una actividad independiente, a estar afiliado y aportar a ella. Si un organismo de esta clase puede crear 
beneficios por su cuenta, sin tener presente los sistemas generales de vigencia, está generando obligaciones a determinado grupo 
de ciudadanos. Los beneficios de estilo que se brindan a discapacitados han sido habitualmente votados en leyes, ya que por lo 
general están financiados por impuestos que se aplican a un colectivo cerrado, si es que son únicamente aportes de sus afiliados, o 
a toda la población, si son impuestos afectados. 


Entonces, si un organismo administrador puede brindar beneficios, va a crear gastos que requerirán su financiación y a su vez la 
aplicación de impuestos a otros, a fin de poder pagar lo que resolvió el propio organismo formado por quienes van a ser 
beneficiados. Vale decir que si los impuestos o los ingresos que se tienen alcanzan para ese fin, ello es porque eran de más para lo 
que obtienen los otros. En el caso de que no alcancen se pedirán más ingresos, ya que no se pueden cubrir las obligaciones 
anteriores más las que resuelva el propio organismo. Este puede resolver y mantener toda su autonomía en la administración de la 
Caja, pero no en la creación de beneficios; por lo menos tal es la visión que nosotros tenemos. Pensamos que para crear 
beneficios se está creando un gasto que no se financia con un aporte voluntario. No se puede decir que los que quieran verse 
comprendidos en este beneficio pagan una determinada cantidad de dinero y los que no desean hacerlo, no pagan. El sistema 
funciona sobre la base de contribuciones de seguridad social obligatorias e impuestos obligatorios. Por lo tanto, en la medida en 
que para financiarlos se recurre a la sociedad, no se pueden fijar los beneficios que derivarán en obligaciones que afectarán a esta. 


Entendemos que como norma general esto tiene que ser habilitado ya sea por una ley -como es habitual en todo el sistema de 
seguridad social, en todas las Cajas públicas incluyendo el servicio militar, el servicio policial y el Banco de Previsión Social-, o si ya 
existe el beneficio público y no está previsto por esta Caja, debe admitirse que se puede crear porque se genera una desigualdad 
en otros casos. De lo contrario estaríamos dando la posibilidad de que se creara cualquier tipo de beneficios que el país en general 
no puede financiar. Sin embargo, por una buena situación excepcional o permanente —por lo menos, por algunos años- se crearían 
beneficios no financiables que originan tensiones sociales injustificadas. 


En consecuencia, en opinión del Poder Ejecutivo, la creación de este tipo de beneficios que el resto de la población no tiene, debe 
estar limitada a la discusión legal que la autoriza y resuelta por la Administración. Por ejemplo, en el artículo 3% o 4% se establece 
que puede haber un régimen de salud financiado con el mismo sistema, con el aporte, ya que este no es del 15% sino del 16,5%; 
pero para establecer nuevos beneficios va a ser necesaria la creación de nuevos costos o la aprobación de una ley y no una 
resolución del organismo, pues no está administrando una Caja privada sino que está manejando fondos públicos. 


Con relación al segundo punto, que habla de las inversiones y de su orientación, quiero informar que este tema dio lugar a debates 
por parte de la Caja Notarial, pero luego llegamos a una fórmula por consenso que mantiene las inversiones ya vigentes con los 
fondos actuales, utilizando un mecanismo en lo posible más seguro -en lo que tiene que ver con la protección a los afiliados de la 
Caja- que otras inversiones. 


Curiosamente, en el Uruguay se mantiene otra característica. Por una razón muy válida que tiene que ver con la historia de nuestro 
país, que tuvo muchos años de inflación con tasas de interés fuertemente negativas en términos reales, las llamadas Cajas 
paraestatales comenzaron a incursionar en negocios comerciales, productivos o de servicios. Lo más corriente fueron las 
inversiones en forestación o ganaderas, pero también se invirtió en construcción, por ejemplo, de oficinas para la venta. 
Naturalmente, son negocios bastante riesgosos; diría que no son las mejores opciones para invertir el dinero con seguridad y 
obtener rentabilidad, aunque ésta puede ser más alta, porque la actividad en el sector inmobiliario suele ser especulativa, y si el 
negocio es próspero, se gana mucho dinero; no obstante, puede ser una rentabilidad muy mala, como tal vez en este momento le 
esté ocurriendo a la propia Caja de Profesionales Universitarios, que tiene una inversión inmobiliaria muy importante. 


Tal como lo expusimos en la Ley N* 16.713 y en estos proyectos, en nuestra opinión lo más conveniente es que los fondos de la 
Caja -que es una administradora de los fondos generados por quienes van a tener derechos jubilatorios- estén protegidos de 
inversiones sujetas a un riesgo importante. Esto es muy discutido; hay mucha gente que dice que se pueden tener carteras muy 
diversificadas, con alto riesgo, y la más alta tasa de ganancia. En todo caso, en el Uruguay se ha aceptado comúnmente que es 
conveniente tener una rentabilidad segura a fin de que no se pierdan los capitales. Dicho de otro modo, es mejor que esté 
garantizado el nivel de vida de las personas que llegan a la edad en que no pueden trabajar más, a que dependa de los avatares 
de las inversiones más especulativas. 


Por tal motivo, en este proyecto de ley -al igual que en el de la Caja Notarial, sobre el que hubo el mismo tipo de discusión- se 
establece que las inversiones que ya se hicieron permanezcan, pero que en el futuro el activo sea más seguro y esté sujeto a 
control, ya sea porque tiene calificación de deuda, más seguros o más bonos públicos. Esto fue lo que proyectamos. 


Por supuesto, ello no significa que tiene que ser totalmente aceptado, pues se puede pensar que es mejor que los organismos se 
dediquen a administrar negocios ganaderos y forestales. Sin embargo, mi experiencia en este negocio —no tanto a nivel del Estado, 
sino concretamente en Seguridad Social- me indica que los organismos de seguridad social en su momento dedicaban más del 
90% de su tiempo a administrar esos negocios, y sólo el 10% a su propia área; el gran trabajo tenía que ver con qué se compraba y 
qué se vendía, cómo se negociaba y a quién se contrataba para atender lo que representaba algo más del 10% de sus reservas, 
porque en definitiva, la mayor parte de las reservas de estas Cajas no está en los negocios, sino en títulos y colocaciones. 


Como dije antes, en algún momento fue un tema importante, pero ya no lo es; tampoco son las inversiones más exitosas ni las que 
les han dado más rentabilidad. En comparación con la rentabilidad que había cuando la tasa de interés real era negativa, sí, porque 
cuando uno colocaba el dinero en el banco al 10% y había 50% de inflación, obviamente perdía. En ese caso, eran mucho mejores 
las inversiones que hacían las Cajas. Afortunadamente, ese tipo de cosas en el Uruguay, desde hace unos cuantos años, han 
cambiado y hoy por hoy pensamos que tal vez es mejor que los organismos inviertan en activos más seguros y con rentabilidad 
más asegurada, aun cuando no tengan una gran ganancia por una gestión exitosa, ya sea en el sector servicios, comercial o 
agropecuario 


SEÑOR COURIEL.- En primer lugar, si la delegación tiene los datos aquí —de lo contrario los conseguiremos posteriormente-, me 
gustaría saber cuál es la estructura de las inversiones de la Caja de Profesionales Universitarios. 


El contador Davrieux ha dicho que hubo un período en el que la tasa de interés real era negativa y que, por lo tanto, convenía 
invertir en forestación o en el sector inmobiliario. Este tema, sin duda, siempre es complicado. Uno podría decir que en este 
momento podríamos invertir en fondos, en títulos de deuda argentinos, que están dando una altísima tasa de interés real, pero la 
seguridad queda muy limitada. 


Por otro lado —lo digo a modo de reflexión-, las Cajas paraestatales como las AFAP, en la medida en que compran títulos públicos, 
dependen del financiamiento del Estado. Me pregunto si al estar comprando permanentemente títulos, acaso no quedan demasiado 


sujetas al financiamiento del Estado. Digo esto porque se genera un grado de dependencia muy importante. No tengo ninguna 
duda de que lo que estoy preguntando es polémico, pero me gustaría saber la opinión del Poder Ejecutivo a este respecto. 


SEÑOR DAVRIEUX.- La pregunta del señor Senador refiere al tema de inversiones. Debo decir que creo que sí, que es 
inconveniente que las Administradoras de Fondos de Ahorro o las Cajas se especialicen demasiado en fondos públicos. Es por ese 
motivo que en la ley se estableció un tope máximo en cuanto a lo que pueden colocar en títulos públicos en el régimen corriente. 


En los primeros años, visto la dificultad de financiamiento que iba a encontrar el sistema, se establecieron otros topes máximos y 
mínimos, bastante altos, pero con el sistema funcionando a pleno —digamos, como ya está desde hace más de cinco años-, lo 
máximo que se puede tener en títulos públicos es el 60%, y el mínimo oscila en el 20%. Si los organismos tienen inversiones en 
títulos públicos es porque así lo resuelven; pero si yo dirigiera esos organismos, trataría de tener una cartera más diversificada. 
Obviamente, no pretendo enseñar análisis financiero a los gerentes financieros que han estudiado y se han especializado en ese 
tema; si hacen ese tipo de inversiones es porque entienden que es más conveniente, pero no tienen la obligación de hacerlo. De 
hecho, hoy tienen alrededor del 57% en títulos públicos, y pueden tener mucho menos que eso; lo tienen, insisto, porque lo 
consideran conveniente. 


Entonces, reitero que sí existe un riesgo al tener la cartera demasiado concentrada, sobre todo cuando en su mayor parte se trata 
de títulos públicos uruguayos. Con un Gobierno que incumpliera, como puede estar ocurriendo en algún país vecino que está 
cambiando las tasas de interés, las inversiones se verían muy afectadas. Por eso establecimos topes máximos y no mínimos de 
inversión en el régimen corriente; en cierto momento, la inversión en títulos públicos puede llegar a ser del 20%, pero es una 
decisión de los gerentes financieros de las Cajas. 


Con respecto al tema de la acumulación de servicios, en el proyecto de ley de la Caja Notarial se resolvió incluir una norma que 
luego fue modificada en esta Cámara y, si no me equivoco, hasta dio lugar a una iniciativa del Poder Ejecutivo para adecuarlo a lo 
que se entendía que era conveniente. El Poder Ejecutivo presentó el primer proyecto porque la Caja Notarial estaba interesada en 
que se incluyera un nuevo sistema, pues estaba siendo seriamente perjudicada por el mecanismo vigente, que permitía la 
incorporación de personas próximas a retirarse, generando así beneficios —costos para la Caja-, sin traer aportes de ninguna clase, 
ya que se efectuaba una transferencia nominal de aportes. Treinta años hacia atrás, con una inflación promedio del 50%, eran 
cifras ridículas, que servían para el pago de las obligaciones de unos pocos meses. 


La Caja Notarial entendía que debía proteger su fondo con un sistema ecuánime, en el que también ésta pagara cuando se tratara 
de la transferencia de un funcionario a otro organismo, como por ejemplo al Banco de Previsión Social o a la Caja de Profesionales 
Universitarios. Realizados los ajustes que se sugirieron en esta misma Comisión, pensamos que el sistema es adecuado y, por ese 
motivo, insistimos y presentamos el mismo proyecto para la Caja de Profesionales Universitarios. La idea es que esto sí debería 
tener un carácter general. Aunque no tengo absoluta certeza, sé que el Directorio del Banco de Previsión Social entendió que era 
conveniente que hubiera un sistema general. 


Aclaro que no tenemos inconveniente en presentar un proyecto general que diga lo mismo, pero como estábamos trabajando con el 
proyecto propuesto por la Caja Notarial, presentamos uno igual para la Caja de Profesionales Universitarios y estaríamos 
dispuestos a presentar el mismo como proyecto general. Si la única objeción es que no es bueno plantear algo para una Caja y no 
para las otras, no tenemos inconveniente en presentar un proyecto general, pero no creemos que sea beneficioso no presentar una 
iniciativa para ninguna de ellas porque no tienen carácter general. Reitero que estamos de acuerdo en tener un sistema que las 
abarque a todas, pero mientras no tengamos uno para todas, vayamos avanzando en las que podrían quedar más peligrosamente 
perjudicadas, que en esta temática son las más pequeñas, no el Banco de Previsión Social. Si se transfieren trabajadores 
profesionales a dicho Banco, no incide prácticamente en el proceso; pero si ocurre a la inversa, y se pasan funcionarios que 
aportaron durante toda su vida activa al Banco de Previsión Social y solamente dos años a una Caja pequeña como la Notarial, se 
la afecta fuertemente. 


Fue por todo esto que pensamos que valía la pena proteger las Cajas. Por supuesto, todas estas medidas también protegen a la 
Caja de Profesionales Universitarios. No obstante, si se entiende más conveniente impulsar una norma en general, reitero que 
estamos de acuerdo, y para eso se presentan los proyectos de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Este tema fue discutido con los representantes de la Caja Notarial y motivó que el Poder Ejecutivo elevara 
una iniciativa que contemplara lo que se debatía en esta Cámara. 


SEÑOR NUÑEZ.- Me resultaron muy ilustrativas las exposiciones porque deseaba que quedara clara la posición del Poder 
Ejecutivo con respecto a este tema. 


Entiendo que sobre este último punto el problema radica no solamente en el hecho de pasar a un régimen general —con el cual 
estoy de acuerdo-, sino en que por esta norma se admite legalmente que no se pague la totalidad de la jubilación a las personas 
que se acogen a la pasividad. Pensamos que debe ser un régimen general porque afecta a todos, pero no todos los involucrados 
están de acuerdo con él. Sí se mostró conforme la Caja Notarial, pero no lo están —en principio, al menos, con esta redacción, 
según la información que tenemos- la Caja de Profesionales Universitarios ni la Bancaria. Reitero que creo que el problema no es 
solamente que se instrumente un régimen general, sino que sería importante que la normativa contemple al conjunto de los 
interesados, y no solamente a la Caja Notarial. 


Por otra parte, como me visitaron algunos funcionarios de la Caja de Profesionales Universitarios, me gustaría saber cuál es la 
opinión del Poder Ejecutivo sobre la incorporación de algunos funcionarios al régimen de la mencionada Caja, en particular lo 
relativo a una prohibición de jubilarse por un plazo de cinco años. Creo que a esto se le llama régimen de veda o de espera, y estos 
funcionarios creen que podría establecerse un tiempo menor. 


SEÑOR MINISTRO.- Si me permiten, había quedado por responder la pregunta relativa a la composición de las inversiones de la 
Caja, y en este momento tenemos la información como para hacerlo, por lo que cedería la palabra al escribano García Zeballos. 


SEÑOR GARCIA ZEBALLOS..- Los porcentajes de inversión y los valores en que están invertidos los fondos de la Caja, según los 
datos que poseemos -que datan del 31 de diciembre de 1999, pero creemos que no han tenido variaciones sustanciales hasta el 


día de hoy-, son los siguientes: 44,25% en Bonos del Tesoro de tasa de interés variable; 14,5% en Bonos de Ahorro Previsional; 
4,22% en bonos globales; 0,50% en Bonos Hipotecarios (IPC); 3,54% corresponde a activos forestales; 16,89% -casi un 17%- a 
deudores por préstamos personales; 2,13% está invertido a plazo fijo en el Banco Hipotecario, 1% en pagarés de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo y 2,82% en colocaciones transitorias. 


Con respecto a la incorporación de funcionarios, en el proyecto está reflejada la propuesta de la propia Caja de Profesionales 
Universitarios. Debemos aclarar que se recibió su propuesta, se aceptó y se incorporó tal como figuraba en el anteproyecto por 
ellos presentado, en el sentido de incorporar nuevos funcionarios. Sólo se le realizaron pequeñas modificaciones de trámite. 


SEÑOR NUÑEZ.- ¿La Caja estaba de acuerdo con el plazo de cinco años? 


SEÑOR GARCIA ZEBALLOS.- Esto surgió de las negociaciones y fue aceptado. Destaco que ese fue el criterio de la propia Caja y 
no hubo variaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia y las manifestaciones del señor Ministro y del señor Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, así como también a los asesores que los acompañan. La Comisión continuará analizando 
este tema y confía en que podrá seguir contando con el asesoramiento de quienes hoy nos visitan, si fuera necesario. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 43 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


